PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

TITULO I 
DE LA PROFESION

Capítulo I
Del Ejercicio Profesional 

Artículo 1: El ejercicio de la profesión de Calígrafos Públicos en la Provincia de Buenos Aires, se regirá por las disposiciones de la presente ley y por las disposiciones reglamentarias que se dicten.
Artículo 2: La profesión a que se refiere esta ley sólo puede ser ejercida por persona de existencia visible que posea título habilitante de calígrafo público y se encuentre inscripta en la matrícula, siendo de nulidad absoluta la actuación profesional que así no lo hiciere. 
Artículo 3: Podrán ejercer la profesión de calígrafo público solamente quienes posean título habilitante expedido por:

a) Universidades Nacionales o Provinciales.

b) Universidades extranjeras, siempre que haya reconocido o revalidado el título ante una Universidad Nacional.

c) Universidades Provinciales o Privadas siempre que hayan sido autorizadas a funcionar como tales por el Poder Ejecutivo.

Artículo 4: No podrán ejercer la profesión libremente los calígrafos públicos que desempeñen funciones en organismos oficiales y hagan uso de su profesión en dicho ejercicio por incompatibilidad absoluta, debiendo abonar el ente empleador en concepto de bloqueo de título, un veinticinco (25%) por ciento más a su sueldo, teniendo como base para dicho cálculo el sueldo bruto que perciba el mismo.  
Esta incompatibilidad no alcanza a la docencia y a la investigación técnica científica, quedando el profesional habilitado para su desempeño en instituciones públicas o privadas.

Las entidades públicas y privadas no podrán designar en modo alguno, para la realización de las actividades mencionadas en el párrafo 1 de este artículo, a persona no matriculada en el Colegio de Calígrafos.  
Artículo 5: El ejercicio de la profesión de calígrafo público, en juicio o fuera de él, comprende todo acto que suponga o requiera la aplicación de conocimientos propios de las personas con título habilitante, especialmente:

a) Certificación de firmas estableciendo su autenticidad.

b) Constatar por los medios técnicos de la profesión la autenticidad y/o falsedad de firmas en toda clase de documentos, incluyéndose los registros de firmas informáticos, y/o los que en el futuro se creen.

c) Dictaminar sobre la autenticidad, falsedad y/o adulteración de escritos públicos y/o privados, realizados mediante cualquier tipo y forma de confección, incluyéndose los manuscritos.

d) Dilucidar problemas de la escritura, analizar los caracteres, establecer comparaciones y cotejos.

e) Determinar mediante procesos físicos, químicos, ópticos, digitales o cualquier otro medio técnico idóneo, las diferencias de tintas y/o elementos gráficos y, mediante los mismos medios, determinar las condiciones del soporte, la calidad que éste posea y demás elementos utilizados.

f)  Establecer la autenticidad, falsedad y/o adulteración, por los medios técnicos de la profesión, de cualquier escritura, signo y/o símbolo, realizados aún en obras de arte, sean los instrumentos públicos o privados o cualquier otro elemento manuscrito, dactilografiado o impreso.

En especial, establecer la autenticidad, falsedad y/o adulteración de papel moneda, cheques, pagarés, recibos, testamentos, libretas de pago, contratos de alquiler, tarjetas de crédito, boletos de compraventa, convenios, escrituras públicas, telegramas, timbres postales, impositivos y de valores, timbrados, documentación de automotores o sobre cualquier tipo de papel, documento, instrumento público o privado.   

g) Establecer la datación, y/o autenticidad y/o preservación de documentos. 

h) Certificar la autenticidad de cualquier tipo de copia, sea esta bajo la forma de fotostática , fotocopia, carbónica, fotográfica, digital, fax y/o cualquier medio de reproducción de originales que en el futuro se cree, respecto a su/s originales no adulterados. 

i) Dictaminar la autenticidad, falsedad o adulteración mediante cotejo o comparación de firmas, escrituras, sellos, caracteres alfanuméricos, o cualquier otro modo de impresión y/o manuscritos. Ver si esto no esta incluido en inc 8
j) Dictaminar sobre la autenticidad del papel moneda

k) Desempeñarse como perito a propuesta de parte y/o consultor técnico, en todos los fueros judiciales de la Provincia de Buenos Aires.

l) Determinar la autenticidad, falsedad y/o adulteración de  sellos de goma, de metal u otro material de plaza; tipo de papel empleado.  
   

ll) Realizar estudios sobre la antigüedad de las tintas y de los soportes.

m) Dictaminar estableciendo análisis y diferencias de tintas

n) Dictaminar sobre escrituras efectuadas con máquinas de escribir convencionales, electrónicas, etc., estableciendo la identificación del texto mecanografiado solicitado, es decir, si fue realizado por una misma o varias, identificación del dactilógrafo y tiempos de ejecución dactilográfica. 

      
o) Determinar la autenticidad o falsedad de escrituras antiguas, de distintos alfabetos o sistemas escriturales.

p) dictaminar sobre los problemas de la escritura ya sean por influencia de estados patológicos, psicológicos, temperamentales, materiales, de intoxicación, por influencia de medicamentos, etc.  

q) Realizar análisis para determinar la data o fecha, la anterioridad o posterioridad de trazados manuscritos o mecánicos u otra forma de estampación.

r) Dictaminar mediante análisis de caracteres sobre los entrecruzamientos de trazo entre sí y entrecruzamientos realizados entre valores manuscritos, de máquinas de escribir, impresoras, sellos, o ante otra forma de impresión como así también con dobleces de papel soporte.     

s) Analizar documentos quemados y antiguos, con la consecuente restitución de los mismos. 

t) Determinar la violación de correspondencia y la existencia de perforados.

Artículo 6: El uso de la firma en la actividad profesional debe aclararse con un sello que indique nombre y apellido del profesional, título profesional y número de matrícula.

Capítulo II
De la matrícula profesional

Artículo 7:    Para inscribirse en la matrícula como Calígrafo Público se requiere:

a) ser mayor de edad.

b) poseer título habilitante en los términos de la presente ley.

c) declarar bajo juramento si le afectan las causales de inhabilidad establecidas en al artículo 8.
d) declarar el domicilio real y constituir domicilio legal en la Provincia de Buenos Aires, dentro del radio correspondiente al Departamento Judicial al que pertenezca, a todos los efectos emergentes de la presente ley.

e) abonar la matrícula que determine por Asamblea Ordinaria.

Los juramentos e inscripción en la matrícula, se deberán realizar en el mismo período fijado por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, para la inscripción de los peritos de oficio en sus respectivas cámaras.

Artículo 8: No podrán inscribirse en la matrícula:

a) los excluidos del ejercicio profesional por sanción disciplinaria, salvo que hubieren transcurrido cinco años desde la inhabilitación.

b) los condenados por la justicia penal por la comisión de delitos dolosos de acción pública, a pena privativa de libertad, hasta el cumplimiento de la misma.

c) los fallidos y concursados no rehabilitados.

Artículo 9: La solicitud de inscripción se presentará ante el Colegio con competencia donde está domiciliado el profesional.

 El Colegio, a través del Consejo Directivo, verificará si el peticionante reúne los requisitos exigidos para el ejercicio de la profesión y se expedirá dentro de los quince (15) días de presentada la solicitud.

Ordenada la inscripción, el Colegio extenderá a favor del matriculado una credencial o certificado habilitante en el que constará la identidad del calígrafo público, su domicilio legal y registro de inscripción, y la comunicará a la Suprema Corte de Justicia y a los Tribunales del respectivo Departamento Judicial. Dicha credencial será de uso obligatorio y constituirá el único modo de acreditar la condición de calígrafo público habilitado ante las autoridades a las que se presente.

En caso de existir alguna causa de incompatibilidad, de acuerdo a lo normado en el artículo 4, se hará constar dicha circunstancia en la credencial.
Artículo 10: El calígrafo público cuya inscripción fuere rechazada, podrá presentar una nueva solicitud probando ante el Colegio la desaparición de las causas que fundamentaron la denegatoria.
La resolución que designe la inscripción o reinscripción en la matrícula es impugnable por revocatoria y apelación. La primera ha de interponerse dentro del plazo perentorio de diez (10) días hábiles administrativos posteriores al de la notificación de la decisión denegatoria. La segunda, subsidiariamente o dentro de los cinco (5) días hábiles administrativos posteriores a la notificación del acto que resuelva la reposición. El Colegio decidirá en igual plazo sobre la admisibilidad de la apelación y, en su caso, remitirá de inmediato las actuaciones a los Tribunales Contencioso-Administrativos del Departamento Judicial de La Plata. 

Artículo 11: La denegatoria de la inscripción será apelable por el interesado por ante los Tribunales Contencioso Administrativos del departamento Judicial de La Plata, dentro de los diez (10) días hábiles de notificada.

Capítulo III
De los derechos y deberes de los calígrafos públicos

Artículo 12: Los calígrafos públicos debidamente matriculados gozan de los siguientes derechos: 

a) Reconocimiento pleno de su actividad profesional y de los honorarios devengados por ella;

b) La posibilidad de desempeñar funciones como perito de oficio, perito oficial, perito a propuesta de parte, delegado técnico y/o como fuere denominado por las leyes procesales;

c) Exigir al Colegio que lo representa  para que asuma la defensa de sus derechos y prerrogativas cuando son desconocidos o menoscabados, ya sea por autoridad judicial o administrativa, o por particulares.

d) Participar libremente en todos los canales democráticos del Colegio que por esta ley se crea.   

Artículo 13: Son deberes de los calígrafos públicos:

a) Cumplir con sus deberes profesionales con lealtad y eficiencia;

b) Atender su capacitación profesional, de manera de mantener su nivel de competencia. Contribuir con su conducta y por todos los medios a su alcance, a mantener el nivel de la profesión de acuerdo con su condición universitaria
c) Cumplir estrictamente las normas de ética profesional, previstas por esta ley;
d) Denunciar al Consejo Directivo las ofensas sufridas en el ejercicio de la profesión y toda actitud que implique un menoscabo a ella;

e) Acatar las resoluciones del Consejo Directivo y de la Asamblea y cumplir las sanciones disciplinarias; 

f) Abonar puntualmente la matrícula profesional y el bono fijo

g) Comunicar al Consejo en forma fehaciente e inmediata el cambio de domicilio real o legal y la finalización del ejercicio profesional, por cualquier motivo;

h)  Mantener absoluta reserva respecto de su relación con el cliente, lo que implica prohibición de revelar conocimientos adquiridos como resultado de su labor profesional sin autorización expresa. Tratándose de labor judicial, cuyos procedimientos resulten secretos, jamás han de revelar la información adquirida, excepto cuando resulte ineluctable su divulgación para su defensa personal.
i) Actuar siempre con integridad, veracidad, independencia de criterio y objetividad.
j) Atender los asuntos que le sean encomendados con diligencia y genuina preocupación. Tratándose de actuaciones como auxiliar de la justicia, como perito designado de oficio o a propuesta de parte, no deberá causar demoras en la administración de justicia a excepción de darse en la especie circunstancias que hicieren excusable la demora y resultaren justificadas ante el respectivo Tribunal.
k) Expresarse en forma clara, precisa, concreta, objetiva y completa en cualquier opinión, informe o dictamen que emita privada o judicialmente. En tal sentido no podrá utilizar sus conocimientos técnicos para deformar o encubrir la realidad, debiendo abstenerse de prestar sus servicios para confundir o sorprender la buena fe de terceros o emplearse en forma contraria al interés general o a los intereses de la profesión.
l) Cumplir con los demás deberes y obligaciones que resulten de esta ley y del Estatuto. 
Capítulo IV
De las normas de ética profesional
Artículo 14: Las personas que sin poseer título habilitante ejerzan la profesión de calígrafo público, serán reprimidas con multas de cien a trescientas veces el monto referido en el artículo 7 inciso e.
El juzgamiento de esta infracción es competencia de los Tribunales Contencioso Administrativos del departamento Judicial de La Plata. 

El procedimiento puede ser promovido por el Colegio o por el fiscal. 

Se aplican las normas el proceso contencioso administrativo, con exclusión de las normas referidas a la detención, el procesamiento y a la prisión preventiva. 

Artículo 15: Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales, los calígrafos públicos  son pasibles de las sanciones establecidas en el artículo 39, aplicables por cualquiera de las siguientes causas, además de las previstas en el artículo 41:
a) facilitar el ilegal ejercicio de la profesión a personas sin título o impedidas de hacerlo por inhabilidad, sanción disciplinaria o incompatibilidad;

b) procurarse clientela por medios incompatibles con la dignidad profesional;

c) abandonar o descuidar inexcusablemente la labor pericial;

d) renunciar intempestivamente la peritación sin causa fundada;

e) demorar la entrega de los documentos que le hubieran sido confiados en el ejercicio de la profesión;

f) emplear en el ejercicio de la profesión argumentaciones que induzcan a error a quien las solicite, a las partes o al juez;

g) efectuar en los informes, citas tendenciosamente incompletas, aproximativas o contrarias a la verdad;

h) dar explicaciones verbales o escritas a las partes, fuera del expediente en el que ha de intervenir como perito de oficio, o anticipar las conclusiones antes de presentado el informe;

i) exceder en la contestación de la impugnación, formulando juicios o términos ofensivos a la dignidad del colega impugnante, que importen violencia impropia o vejación inútil hacia ellos;

j) renunciar sin causa justificada a los nombramientos de oficio;

k) no votar en las elecciones del Colegio o no concurrir a las Asambleas, salvo que pruebe impedimento; 
l) desobedecer las citaciones y providencias del Tribunal de Disciplina;

m) los peritos designados de oficio no podrán convenir con las partes el monto de sus honorarios, ni percibir suma alguna antes de la regulación, excepto para posibilitar la finalización del pleito. Sólo se podrán cobrar los anticipos de gastos requeridos judicialmente.
n) no impedir, dificultar ni obviar la actuación de colegas con función de consultores técnicos o de peritos de parte. La violación a esta norma será considerada falta grave.
Artículo 16: Las normas contenidas en este Código han de ser interpretadas de manera que no importen jamás un menoscabo o una restricción a la libertad y dignidad de la profesión de calígrafo público.  

TÍTULO II

DEL COLEGIO PROFESIONAL
Capítulo I
Del objeto y competencias
Artículo 17: Créase el Colegio de Calígrafos Públicos de la Provincia de Buenos Aires, que funcionará como persona jurídica de derecho público no estatal, con independencia funcional de los poderes del Estado, creado para la consecución de los objetivos que se especifican en la presente ley. Tiene jurisdicción sobre todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires.
El Colegio se regirá por la presente ley, por las de su reglamentación y por el Estatuto que se dicte en Asamblea Ordinaria. 
Artículo 18: Tiene su domicilio legal en la ciudad de La Plata  y funcionará en la sede que fije su Consejo Directivo.

Artículo 19: Para el mejor cumplimiento de sus fines, el Colegio podrá autorizar la constitución de colegios departamentales, los que funcionarán como persona jurídica de derecho público no estatal El Reglamento que se dicte regulará lo referido a los requisitos para la constitución, atribuciones, su relación con el Colegio Provincial de calígrafos públicos y demás aspectos pertinentes.  
Artículo 20: Al Colegio le compete:
a) Velar por el cumplimiento de esta ley y demás disposiciones reglamentarias del ejercicio profesional;

b) Ejercer el gobierno y control de la matrícula profesional y llevar el registro de la misma.
c) Representar gremialmente a todos los calígrafos públicos que desempeñen su profesión en la provincia de Buenos Aires, defendiéndoles para asegurarles el digno ejercicio de la profesión. 
c) Ejercer el poder disciplinario sobre los matriculados.

d) Proyectar e implementar servicios de obra social, para los profesionales inscriptos, quedando facultado para celebrar acuerdos que propendan a la adhesión voluntaria de los colegiados a obras sociales privadas u oficiales ya existentes. 

e) Promover y fomentar relaciones solidarias con todas las entidades profesionales e integrar aquellas de segundo y tercer grado.

f) Promover y fomentar el desarrollo profesional y científico de los calígrafos públicos, en todos los ámbitos y niveles, coadyuvando al perfeccionamiento y actualización de los colegiados.

g) Poner a disposición de las autoridades públicas la nómina de personas en condiciones de ejercer la profesión.

h) Adquirir, administrar y disponer bienes, los que sólo podrán destinarse al cumplimiento de los fines de la entidad.

i) Fijar el presupuesto anual de ingresos y gastos, de cuya aplicación se rendirá cuanta a la Asamblea.

j) Todas aquellas atribuciones conducentes al cumplimiento de los fines del Colegio. 

Artículo 21: La afiliación al Colegio está libremente abierta a todos los profesionales, siempre que no hayan dado lugar a la cancelación de la matrícula.

Artículo 22: El Colegio clasificará a los inscriptos en la matrícula de la siguiente forma:

a) Matriculados en ejercicio activo.

b) Matriculados en funciones o empleos incompatibles con el ejercicio libre de la profesión según artículo 4 de la presente ley
b) Matriculados en pasividad.

c) Matriculados que se encuentran inhabilitados, suspendidos, excluidos o dados de baja para el ejercicio profesional, cualquiera fuere su causa.

d) Matriculados fallecidos.

Artículo 23: De cada calígrafo se llevará un legajo especial donde se anotarán sus circunstancias personales, títulos profesionales, empelo o función que desempeñe, domicilio y sus traslados, todo cambio que pueda provocar una alteración en la lista pertinente de la matrícula, así como las sanciones impuestas y méritos acreditados en el ejercicio de su actividad. 

Artículo 24: Los estatutos y sus modificaciones están sujetos a la aprobación de la Dirección General de Personas Jurídicas. 

Capítulo II
De los recursos
Artículo  25: Serán recursos del Colegio:

a) la matrícula y la cuota periódica anual que deberán pagar los calígrafos públicos inscriptos en la matrícula;

b) las donaciones, herencias y legados;

c) las multas previstas en la presente ley y en los reglamentos que se dicten;

d) dinero proveniente de la organización de congresos, jornadas, cursos y toda otra actividad o eventos afines;

e) todo otro recurso que la comisión directiva establezca con el aval de la asamblea ordinaria. 

Artículo 26: La cuota anual deberá ser abonada en las fechas que determine el Consejo Directivo.

Su cobro se realizará aplicando las disposiciones sobre el juicio de ejecución fiscal. 

Será título ejecutivo suficiente, a tal efecto, la planilla de liquidación suscripta por el presidente y el tesorero del Colegio.

La falta de pago de dos anualidades implicará el abandono del ejercicio profesional y podrá dar lugar a que el Colegio excluya al Calígrafo de la matrícula respectiva, hasta tanto regularice su situación. 

Capítulo III
De los órganos del Colegio

Artículo 27: Los órganos del Colegio son:

A) la Asamblea

B) el Consejo Directivo

C) el Tribunal de Ética
La Asamblea

Artículo 28: La asamblea se integrará por los calígrafos públicos inscriptos en la matrícula que tengan la cuota al día.

Son atribuciones de la Asamblea:

a) dictar su reglamento.

b) Remover o suspender en el ejercicio de sus cargos al Presidente del Colegio, miembros del Consejo Directivo y del Tribunal de Disciplina, por falta grave  o inhabilidad en el ejercicio de sus funciones.

c) Fijar el monto de la matrícula, de la cuota anual, del bono fijo y del adelanto de gastos.    

d) Aprobar anualmente el presupuesto de gastos y recursos.

e) Aprobar o rechazar la memoria y balance de cada ejercicio, presentado por el Consejo Directivo. 

Artículo 29: Cada año, en la fecha y forma que establezca el Reglamento del Colegio, se reunirá la Asamblea Ordinaria para considerar la Memoria, Balance y Presupuesto de Gastos, la fijación de contribuciones extraordinarias y los demás asuntos de competencia del Colegio y los relativos al ejercicio de la profesión en general, incluidos en el Orden del día.

El año que corresponda renovar autoridades se incluirá también en el orden del día la pertinente convocatoria.
Artículo 30: Se citará a Asamblea Extraordinaria cuando lo solicite por escrito no menos de un quinto de los miembros del Colegio, lo resuelva el Consejo Directivo o una Asamblea Ordinaria. 

Artículo 31: Ninguna asamblea podrá tratar asuntos no incluidos en la convocatoria y en el orden del día respectivo.

Las citaciones a Asamblea se harán por comunicaciones postales, y mediante publicaciones en el Boletín Oficial y un diario de la provincia de  Buenos Aires, por tres días consecutivos. 

Para que la Asamblea se constituya válidamente se requerirá la presencia de más de la mitad de sus integrantes, pero podrá hacerlo con cualquier número, media hora después de la fijada para la convocatoria.
Para que las decisiones sean consideradas válidas en las Asambleas ordinarias se exige que hayan sido adoptadas por simple mayoría, salvo mayoría especial dispuesta por esta ley o en el Reglamento.




Consejo Directivo

Artículo 32: El Consejo Directivo se compondrá de un Presidente, un vicepresidente, un secretario, un tesorero y un mínimo de 4 vocales y dos suplentes.

Para ser Presidente, vicepresidente, secretario o tesorero, se requerirá un mínimo de 8 años en el ejercicio de la profesión en la provincia de Buenos Aires; para ser vocal o suplente se requerirá de un mínimo de 4 años. Para todos los cargos se requerirá además no haber merecido sanción disciplinaria alguna en los últimos diez años.
Los cargos son siempre ad honoren.

El miembro del Consejo que faltare a cuatro sesiones alternadas en un año, sin justificar su inasistencia, queda automáticamente cesante.

El Reglamento establecerá la forma de funcionamiento, obligatoriedad de asistencia, la cantidad de cargos, la forma de distribución y de representación territorial.
Artículo 33: La Comisión directiva deberá ser integrada con un cupo femenino no inferior al cincuenta (50%) por ciento.

Los miembros del Consejo Directivo durarán 4 años en sus cargos, no pudiendo ser reelectos.

Artículo 34: El Consejo Directivo deliberará válidamente con la presencia de la mitad más uno de sus miembros, tomando resoluciones por mayoría simple de votos. 

El presidente, sólo votará en caso de empate.

Artículo 35: Al Consejo Directivo corresponde:

a)      Llevar la matrícula y resolver los pedidos de inscripción.

b)      Representar gremialmente a los Calígrafos Públicos en ejercicio, tomando las medidas necesarias para asegurarles el legítimo desempeño de su profesión.

c)      Cuidar que nadie ejerza ilegalmente la actividad de los Calígrafos Públicos y, denunciar a quien lo haga.

d)      Designar a los representantes de Colegio en las Federaciones y Confederaciones que tengan por objeto la defensa de los intereses profesionales, ya se trate de entidades que agrupen a Calígrafos Públicos o a egresados universitarios en general.

e)      Asesorar y colaborar con los poderes públicos en lo relativo a la regulación del desempeño profesional, dentro de la Administración Centralizada y Descentralizada.
f)        Crear delegaciones del Colegio, donde ello sea necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones.

g)      Autenticar las firmas de los profesionales matriculados, en todos los trabajos efectuados por escrito, a que se refiere el artículo 5.

h)      Convocar a Asambleas Ordinarias y Extraordinarias, cumplir y hacer cumplir sus resoluciones.

i)        Elevar al Tribunal de Ética los antecedentes de faltas, previstas en esta ley o de las violaciones al Reglamento, cometidas por los colegiados.

j)        Solicitar al Tribunal de Ética la aplicación de sanciones en los casos del artículo -

k)      Nombrar y remover a los empleados del Colegio.

l)        Fijar el Presupuesto de gastos y establecer el monto y la forma de percepción de la cuota anual que deberán abonar los colegiados.

m)    Establecer y recaudar los aranceles por certificaciones de firmas de los trabajos profesionales escritos, y registración de contratos de locación de obra intelectual o convenios de honorarios que celebren los colegiados.

n)      Ejecutar las multas que se impongan, por el procedimiento de apremio, a cuyo efecto servirá de título ejecutivo a resolución pertinente del Tribunal de Ética.

ñ) Adquirir, enajenar o hipotecar bienes raíces, "ad referéndum" de la Asamblea, como así también adquirir o enajenar bienes muebles y solicitar préstamos comunes o prendarios para el cumplimiento de sus fines.

o)      Someter al Poder Ejecutivo los reglamentos necesarios para la aplicación de la presente ley.

p)      Velar por el cumplimiento de esta ley y las disposiciones atinentes al ejercicio de la profesión.

  

Tribunal de Ética
Artículo 36: El Tribunal de Ética estará constituido por cinco (5) miembros titulares y dos (2) suplentes, que reemplazaran a aquellos en caso de vacancia, impedimento, excusación o recusación. Para ser miembro del Tribunal se requiere:

a) tener diez (10) años en el ejercicio de la profesión;

b) carecer de antecedentes disciplinarios;

c) no ser miembro del Consejo Directivo

Los miembros del Tribunal serán recusables por las causas admisibles respecto de los jueces. 
Artículo 37: Los miembros del Tribunal de Disciplina serán electos por el Consejo Directivo, que se sujetará a la nómina de candidatos presentada por la Asamblea. 

Artículo 38: Los miembros del Tribunal durarán 3 años en sus cargos y no podrán ser reelectos.

Artículo 39: El tribunal de Disciplina podrá aplicar las siguientes sanciones, sin perjuicio de las que corresponda aplicar por los Tribunales de Justicia:
a) advertencia o simple apercibimiento;

b) multa;

c) suspensión en la matrícula profesional, hasta dos (2) años;

d) exclusión de la matrícula profesional.

Artículo 40: La sanción prevista en el inc. a del artículo anterior se aplicará por el Tribunal  de Disciplina con el voto de la mayoría de los miembros que lo componen. Las previstas en los inc. b, c y d se aplicarán por el voto de los dos tercios de los miembros del Tribunal. 

Artículo 41: Los calígrafos matriculados quedan sujetos a las sanciones disciplinarias por las siguientes causas:

a) pérdida de ciudadanía, cuando la causa que la determine importe indignidad.

b) Condena criminal.

c) Violación de la prohibición establecida en artículo 4.
d) Retardos o negligencias en el ejercicio profesional e ineptitud manifiesta.

e) Violación a las normas de ética profesional.

Artículo 42: El sumario se iniciará a solicitud de la Asamblea, del Consejo Directivo o por denuncia de un tercero.

Dentro de los 5 días se correrá traslado al profesional denunciado, para que dentro de los diez días presente sus excepciones y defensas. 
Recibidas éstas se abrirá un periodo de prueba no mayor a veinte días. Una vez producidas las pruebas se recibirán lo alegatos de ambas partes dentro de un plazo de cinco días.

Vencido tal período, el Tribunal resolverá dentro de lo treinta días, comunicando la decisión al Consejo Directivo y al profesional denunciado.
La resolución del Tribunal será siempre fundada. 

Artículo 43: Contra las sanciones de suspensión y cancelación de la matrícula, se podrá interponer recurso de apelación dentro de los 5 días, ante los Tribunales Contencioso Administrativos del Departamento Judicial de La Plata.

Artículo 44: En los casos de cancelación de la matrícula por sanción disciplinaria, el calígrafo podrá solicitar la reinscripción en la matrícula una vez transcurridos cinco años de la resolución firme que ordenó la cancelación.
Capítulo IV
De la elección de los integrantes de los órganos

Artículo 45: Los calígrafos públicos votarán a las autoridades del Colegio personalmente en la sede del Colegio o en los lugares que  asignen la Junta Electoral, pudiendo hacerlo por vía postal o por el medio que resulte más seguro y procedente, sobre la base de las condiciones que establezca el reglamento del régimen electoral.  

Artículo 46: El voto es directo, secreto y obligatorio para todos los profesionales inscriptos en la matrícula. La reglamentación asegurará una representación proporcional entre mayorías y minorías.

Artículo 47: El matriculado que sin causa comprobada no emitiera el voto correspondiente a la elección de autoridades se hará pasible de una multa, previa sustanciación de las actuaciones y dictamen final de la Junta Electoral.

Artículo 48: No son elegibles ni pueden ser electores, en ningún caso, los graduados inscriptos que adeuden la matrícula al cierre del padrón electoral.

Artículo 49: Las listas de candidatos al Consejo Directivo y al Tribunal de Ética deben cumplir con las siguientes exigencias:
a) estar integradas con candidatos de más de un Departamento Judicial o Delegación;

b) respetar el cupo del cincuenta por ciento (50%) para cada sexo.

Las listas de candidatos que no cumplan con ambas exigencias quedarán inhabilitadas para participar en el acto eleccionario.

Artículo 50: Todos los cargos electivos son personales e indelegables.

Artículo 51: Son incompatibilidades absolutas:

a) ser candidato al Consejo Directivo y al Tribunal de Ética simultáneamente.

b) Para el Tribunal de Ética, la relación conyugal y los parentescos en línea recta hasta el tercer grado inclusive respecto de los miembros del Consejo Directivo.

Capítulo V

De las Delegaciones Regionales
Artículo 52- Cuando de acuerdo a lo establecido en el artículo 35° inciso f) de la presente ley, el Consejo Directivo creyere necesario crear Delegaciones Regionales en el interior de la Provincia, las mismas estarán a cargo de un Delegado Regional y un secretario.

 

Artículo 53.- Serán designados en Asamblea extraordinaria convocada al efecto por un período de dos (2) años en su función, siendo reelegibles.

 

Capítulo VI

Del Bono fijo

Artículo 54: Créase el bono fijo, cuyo valor será regulado por la Asamblea Ordinaria del Colegio de Calígrafos Públicos en oportunidad de la aprobación del balance anual. Este deberá respetar los siguientes porcentajes y destinos:

a) el cincuenta (50%) por ciento se destinará al funcionamiento del colegio, pudiendo las autoridades darle el fin que estimen convenientes para el cumplimiento de ello.

b) El veinticinco (25%) por ciento para un fondo de emergencia, el cual será administrado por las autoridades directivas y sólo podrá disponerse del mismo por decisión de una asamblea ordinaria o extraordinaria constituida para dicho fin.  

c) El veinticinco (25%) por ciento restante será destinado a una institución de bien público o privado, la cual será elegida anualmente por la Asamblea ordinaria anual.

Artículo 55: El bono fijo deberá acompañar toda presentación, bajo pena de nulidad absoluta de las mismas.

Quedan exceptuados de la obligatoriedad de presentar el bono fijo los calígrafos públicos que desarrollen su actividad en reparticiones oficiales. 

TÍTULO III
DEL ARANCEL PROFESIONAL

Capítulo I

De los aranceles en materia extrajudicial
Artículo 56: Los honorarios de los calígrafos públicos deben considerarse como remuneraciones al trabajo personal del profesional, en juicio o fuera de él, y se determinará con arreglo a la presente ley, si no hubiere convenio por una suma mayor.

Artículo 57: Para regular los honorarios se merituará la tarea desarrollada por el profesional teniendo en cuenta especialmente:

a) calidad e importancia de los trabajos presentados;

b) complejidad y características de los puntos controvertidos;

c) eficiencia y significación de la labor;

d) la responsabilidad, en función de las particularidades de la cuestión, que pudiera haber asumido el profesional;

e) la cantidad de las presentaciones e informes producidos;

f) la probable trascendencia para casos futuros, de la resolución a que se llegare.

Quedan fuera de la regulación de honorarios, los gastos que genere la intervención profesional del calígrafo público, sean estos en concepto de anexos fotográficos, pagos de bonos fijos, y/o cualquier otro concepto que no sea la labor pericial desarrollada, los cuales deberán ser liquidados por separado.

Artículo 58:  El Colegio de Calígrafos Públicos establecerá un módulo básico o unidad arancelaria y una tabla para determinar los honorarios mínimos correspondientes a cada una de las actividades profesionales.

Capítulo II
De los aranceles en materia judicial

Artículo 59: A los calígrafos públicos que actúen en el ámbito de la justicia, los honorarios les serán regulados según las disposiciones del presente Título, las que revestirá, el carácter de orden público.

Artículo 60: El honorario deberá ser estimado por el Juez entre un cuatro (4%) y un ocho (8%) por ciento del monto en juicio, merituando los incisos del artículo 57.
Artículo 61: Cuando en relación con la misma labor pericial intervinieran conjuntamente dos profesionales de la misma especialidad, corresponderá a cada uno la mitad del honorario que resulta de aplicar la escala del artículo 60, con un incremento en un cincuenta (50%) por ciento.

Para el caso de intervención de tres o más profesionales en igual circunstancia, corresponderá a cada uno la parte proporcional del honorario que resulte de la aplicación de la escala incrementando en un cien por cien.  

Artículo 62: El honorario de todo profesional derivado de la actuación como perito de parte o consultor técnico, será regulado de igual manera que para los peritos designados de oficio y oficiales.

Artículo 63: Cuando por la naturaleza del juicio, no exista monto para aplicar la escala arancelaria del artículo 60, se tendrá en cuenta en la regulación las pautas del artículo 57 y en forma especial la trascendencia moral y/o económica que para las partes reviste la cuestión en debate, circunstancia ésta última que podrá estimar el profesional interviniente al peticionar su regulación o al presentar el recurso respecto de la misma.

Artículo 64: En los incidentes sin monto, el honorario mínimo por regular será del cuatro al ocho por ciento de los que correspondieran por aplicación del presente régimen al proceso principal. Se tendrá en cuenta, asimismo, la vinculación mediata o inmediata que pudiera tener con la solución definitiva del proceso principal.         

Artículo 65: El honorario, sea éste provisorio o definitivo, no podrá ser inferior a cuatro jus honorarios para Abogados fijados por la Suprema Corte De Justicia de la Provincia de Buenos Aires, bajo pena de nulidad de dicho auto regulatorio.

Artículo 66: Una vez consentido el dictamen pericial, contestadas las ampliaciones, aclaraciones, observaciones y/o impugnaciones si las hubiere, el juez dará por concluida la labor del perito calígrafo y, consecuentemente, a pedido de éste, practicará regulación provisional del honorario sobre la base del monto total reclamado, debidamente actualizado, la que se fijará de acuerdo a la escala del art. 60.
Artículo 67: Los honorarios que surgen de la aplicación de la escala y procedimiento del art. 60 y las demás retribuciones establecidas en las restantes disposiciones son mínimos y obligatorios, y toda regulación fijada por debajo de ellas será considerada nula, de nulidad absoluta. 

Artículo 68: Las cuestiones derivadas de actuaciones judiciales que no se encuentren expresamente regladas serán resueltas por aplicación de principios análogos de las materias afines de este título, y cuando ello no fuere posible, por extensión de las disposiciones de la ley de aranceles vigentes para abogados y procuradores y los códigos y normativas procesales en cada uno de los fueros judiciales. 
Artículo 69: El auto regulatorio será notificado personalmente o por cédula y será apelable en relación. El recurso de apelación deberá interponerse dentro de los cincos días de la notificación pudiendo ser fundado en el acto de la interposición. 
Artículo 70: Una vez notificada la regulación del honorario al calígrafo público y dentro de los cinco días podrá solicitar aclaratoria al Juez de primera instancia o Tribunal de única instancia, respecto de los valores considerados en el decisorio como ¨monto del proceso¨ y de las escalas de aranceles de honorarios aplicadas sobre el mismo, así como sobre los cálculos realizados para determinar el honorario regulado.  

Artículo 71: Dentro de los cinco días de notificada la regulación del honorario practicada por un juez de primera instancia, el perito calígrafo podrá interponer recurso de apelación, conforme los requisitos de admisibilidad y procedencia previstos en los artículos 242 a 245 del Código procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 72: Cuando se deba establecer el monto del proceso, la base regulatoria,  en función al valor de los bienes muebles, semovientes, derechos intangibles que lo integren, se notificará por cédula también al auxiliar de justicia para que presente su propia estimación de ellos o pautas para fijarlos, e intervenga en la tasación judicial para el caso de que no hubiere conformidad entre todos los interesados. 
Artículo 73: Cuando se solicita al calígrafo público trabajos que no formen parte de la labor principal requerida, por hechos nuevos que se presentaren en el juicio, controversias, medidas de mejor proveer o diligencias imprevistas, el juez fijará, al honorario devengado por el trabajo principal, una remuneración por la tarea adicional, atendiéndose a lo previsto en los artículos 57 y 60.

Artículo 74: Los honorarios regulados judicialmente a los calígrafos públicos deberán abonarse dentro de los diez (10) días de quedar firme el auto regulatorio. Vencido éste plazo la mora operará automáticamente contra todas las partes litigantes o terceros citados en garantía, atento a su carácter de deudores solidarios con la condenada en costas respecto del pago de los honorarios de los auxiliares de la justicia, y teniendo ellos carácter alimentario.

Artículo 75: Una vez firmes los honorarios regulados de los calígrafos públicos, si por cualquier motivo se incorporan en autos fondos de cualquier origen a disposición del juez y/o Tribunal interviniente, estén o no imputados por el depositante, se procederá a trabar embargo sobre ellos hasta tanto se satisfaga el honorario del calígrafo público interviniente.

Artículo 76: Operada la mora automática, el calígrafo público interviniente podrá optar por:

a) reclamar su honorario actualizado según el índice de precios al consumidor, novel general, publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo, o el que lo reemplace en el futuro, más un interés del ocho (8%) por ciento anual sobre el capital actualizado, o

b) reclamar su honorario, más el interés mensual capitalizado que perciba el Banco de la Provincia de Buenos Aires en operaciones de descuento. El cálculo se efectuará a partir de la fecha en que se notificó a las partes el auto regulatorio.

Artículo  77: A efectos de proceder a la actualización de honorarios regulados conforme con éste régimen arancelario, se considerará índice base al estipulado en el anterior inc. A, correspondiente al mes anterior al de la regulación.

Artículo 78: Los peritos calígrafos designados de oficio o con la conformidad de ambas partes en litigio, podrán exigir a cualquiera de éstas el pago total de sus honorarios y gastos originados por la pericia. Si una de las partes se hubiese opuesto  a la prueba pericial sólo estará obligada al pago, cuando resultare condenada en costas, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 476 Código procesal civil y comercial de la provincia de Buenos Aires.
Artículo 79: Los jueces no podrán dar por terminado ningún juicio, disponer archivo, aprobar transacción o conciliación. Admitir desistimiento, subrogación o cesión, ordenar levantamiento de medidas precautorias, ordenar inscripciones en los registros de bienes, entregar fondos, entregar valores depositados en autos, devolver exhortos u oficios entre jueces o tribunales de distinta jurisdicción, sin que se haya acreditado en autos el pago al calígrafo público de la cantidad fijada para responder a honorarios actualizados, a menos que se afiance su pago con garantía adecuada  y que el calígrafo público interesado exprese su conformidad con que así se haga, previa citación del mismo. Las resoluciones judiciales que contraríen ésta disposición serán nulas de pleno derecho. 

Artículo 80: Todo informe o dictamen solicitado a un calígrafo público en su especialidad, que sea peticionado y ordenado en cualquier etapa del proceso, incluyendo liquidaciones de sentencia, medidas de mejor proveer, será considerado como pericia a los efectos regulatorios y se deberá regular como tal, de acuerdo a este régimen, independientemente de su contenido intrínseco y de la utilización que de él se haya hecho en el proceso.

Artículo 81: Sólo será válida la impugnación de un informe pericial caligráfico, en cualquier fuero y/o proceso judicial, cuando dicho acto jurídico se encuentre avalado por la firma de un calígrafo público nacional, el cual en esa oportunidad deberá exponer las discrepancias en que se funda. De no ser así se tendrá por nula dicha impugnación.

Artículo 82: Sólo quedarán exentos de las nulidades relativas al pago del bono fijo, cuando mediare disposición judicial que así lo resuelva.

TÍTULO IV

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Capítulo único

Artículo 83: El Poder Ejecutivo designará un delegado organizador, a fin de que cumpla las funciones que aquel le asigne y conforme al trámite que reglamente. El delegado organizador puede nombrar, con igual carácter, los colaboradores que estime necesarios.

Artículo 84: Las solicitudes de inscripción en la matrícula que fueran rechazadas por el delegado organizador no dan lugar a la apelación prevista en el artículo   , y deben ser decididas nuevamente por las autoridades electas del respectivo Colegio, a pedido del interesado.

Artículo 85: La primer Asamblea Extraordinaria será convocada por el delegado organizador dentro de los noventa (90) días a partir de la promulgación de la presente ley.

Artículo 86: La Asamblea Extraordinaria establecida en el artículo anterior designará:

a) los miembros del Consejo Directivo,

b) los miembros del Tribunal de Ética.

Artículo 87: La exigencia de la matriculación como requisito para el ejercicio profesional rige a partir de los treinta (30) días a contar desde el día siguiente a la constitución del órgano directivo electo del Colegio.

La exigencia de la matriculación como requisito para el ejercicio profesional no rige para las designaciones como perito que se hayan dispuesto con anterioridad a la fecha prevista en el párrafo anterior.

Artículo 88: La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires transferirá al Colegio, dentro del plazo de tres (3) meses de constituido el Consejo Directivo, los registros de matrícula de los calígrafos inscriptos en el presente territorio. 

Artículo 89: Dentro de los noventa (90) días de constituido el Consejo Directivo, los calígrafos públicos deberán ratificar su inscripción en la matrícula acreditando que reúnen los requisitos establecidos en la presente ley.

Los que así no lo hicieren dentro de tal plazo, sólo podrán actuar en el ejercicio de la profesión a partir del momento que cumplan con aquellos recaudos.

Artículo 90: Las disposiciones de la presente ley se aplicarán a todos los procesos en que no haya resolución firme de regulación de honorarios, al tiempote su promulgación.      
Artículo 91: Derógase el decreto ley Nro. 9718/81 y reemplácese a la misma por la presente ley en todos sus términos.

Artículo  92 : Comuníquese, publíquese, dese al Registro y Boletín Oficial y archívese.
FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley apunta a resolver una necesidad manifiesta de los calígrafos públicos que se desempeñan en las distintas jurisdicciones de nuestra provincia, creando el Colegio de Calígrafos Públicos de la provincia de Buenos Aires.

Esta necesidad de contar con una colegiación abarca distintos tópicos que van desde cuestiones éticas y económicas hasta la defensa de la fuente de trabajo. 

Actualmente los peritos calígrafos de nuestra provincia no cuentan con una institución que los represente, aglutine y defienda cuando sus derechos y garantías se ven vulnerados.

Es la indefensión en la que se encuentran estos profesionales, y auxiliares de la justicia, uno de los motivos que fundamentan este proyecto de ley. 

El poder contar con un Colegio que funcione como persona jurídica de derecho público no estatal hará que los calígrafos públicos vean concretado un derecho que es garantizado por nuestra constitución provincial y nacional: la defensa de los derechos.   

Estamos convencidos que la colegiación es el medio que garantiza la defensa de los derechos e intereses legítimos de los calígrafos.

Por otro lado el hecho de contar con la institución que por este proyecto se pretende crear, hará que la profesión se dignifique y se coloque a la misma en el lugar que se merece dentro de la sociedad, reconociendo el innegable aporte de la labor de los calígrafos a la justicia y a la búsqueda de la verdad.

La colegiación no sólo apunta a la defensa de los intereses colectivos de los profesionales a quienes aglutina, sino que también es el medio para perfeccionar y desarrollar la profesión.
Los órganos del Colegio son los que mantienen vivo al mismo y por tal motivo el proyecto de ley regula el funcionamiento y competencias de los mismos, estableciendo normas claras que propenden a la democratización del colegio, y a la activa participación de los matriculados.

Las reglas por las que funcionará el Colegio apuntan a acentuar la democracia y la igualdad entre los matriculados. En este sentido corresponde resaltar que el proyecto de ley contempla el cupo femenino mínimo del 50% en la composición de las autoridades del Colegio profesional.

El objetivo de las normas de ética regladas en el presente proyecto es crear mínimos obligatorios a los cuales los calígrafos deberán ajustarse en el desempeño de su ejercicio profesional. De esta manera se logra brindar seguridad jurídica tanto a los profesionales como a los particulares que requieren de sus servicios.      

En el mismo sentido, el proyecto de ley contiene un articulado dedicado a los deberes y derechos de los profesionales. El hecho de encontrar

positivizados los derechos es necesario y fundamental para la futura lesión a los mismos y su consecuente defensa.  Igualmente para la imputación de responsabilidades cuando los deberes profesionales sean inobservados.      

El presente proyecto de ley pretende dar un marco adecuado que regule la profesión, creando los mecanismos de control de los matriculados en su función extrajudicial, es decir, en su labor liberal, ya que el ejercicio profesional no se encuentra regulado en esa instancia.

Asimismo se pretende unificar distintas disposiciones y acordadas, que de manera ecléctica, dieron y dan forma a la labor pericial en el ámbito judicial

Al mismo tiempo, el proyecto de ley apunta a evitar la intervención de idóneos en incumbencias específicas de los calígrafos, permitiendo así que se respete el trabajo de profesionales con título habilitante.

El poder contar con una ley que reglamente lo relativo a los honorarios profesionales es también uno de los motivos que fundamentan este proyecto.

Es necesario que los calígrafos cuenten con una ley que regule y asegure sus honorarios profesionales, dentro y fuera del ámbito judicial. 

La remuneración es el resultado del trabajo, y este un derecho constitucional, que debe ser resguardado contra posibles arbitrariedades. 

De igual forma tiende al resguardo del trabajo el prohibir a los calígrafos públicos que cumplen tareas en organismos oficiales ejercer libremente la profesión, imponiéndose al ente empleador el pago de un veinticinco por ciento (25%) más a su sueldo, en concepto de bloqueo del título.         

Es importante destacar que el proyecto de ley en cuestión viene a derogar el decreto ley número 9718/81, decreto que fuera promulgado en la época de la dictadura militar.

Esto es algo que no puede ser pasado por alto: en los tiempos que corren de democracia y pluralismo es inaceptable mantener en vigor una normativa inconstitucional. 

Este proyecto pretende ser disparador de una ley democrática y superadora de aquel caduco decreto.

Por todas las razones expuestas sostenemos la necesidad de contar con un Colegio de Calígrafos Públicos Provincial y por ello solicitamos su pronta aprobación. 

